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1.- VISTOS 

Se desata el recurso de apelación interpuesto por la Defensa, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), dentro del proceso seguido por la conducta punible de Actos Sexuales Abusivos, por medio del cual negó la práctica de unas pruebas en el juicio.

No se aprecian irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- Precedentes 

2.1.- Dentro del traslado al que alude el artículo 400 C.P.P., la defensa hizo la siguiente petición probatoria: a)- Inspección Judicial en el Municipio de Balboa (Rda). con el fin de precisar condiciones de visibilidad; b)- Ampliación de la denuncia de la profesora SILVÍA DÍAZ MONTOYA, por cuanto se contradice con el testimonio de los menores que se dicen afectados; c)- Testimonio de la médica PAULA ANDREA RUIZ, quien atendió a los menores y los examinó; d)- Los testimonio de los adolescentes SEBASTIAN ORTIZ, ESTEBAN ORTIZ, ANDRÉS TABARES y LUIS ARTURO MONTES, pues sus declaraciones están llenas de contradicciones; e)- Declaración del investigador del CTI, para precisar el comportamiento de las personas involucradas en todos estos acontecimientos; f)- Declaración de los padres de los menores, para que expongan la conducta observada por sus hijos y la razón por la cual sus exposiciones no coinciden con la de la denunciante; g)- Testimonio de la Personera Municipal, para que exprese lo que le consta sobre los hechos; y h)- Que se practiquen los dictámenes en Medicina Legal que se encuentran pendientes.

2.2.- Llegado el momento de la Audiencia Preparatoria, la funcionaria del conocimiento se pronunció sobre las pruebas solicitadas por la defensa, en los siguientes términos:

- La inspección judicial para establecer visibilidad, es irrelevante, toda vez que la profesora SILVIA DÍAZ fue clara en su relato en cuanto a los hechos por ella percibidos, lo cual fue corroborado por los menores.

- La ampliación del testimonio de la profesora, no es pertinente toda vez que ella ha declarado en dos oportunidades en forma generosa.

- La médica PAULA ANDREA RUÍZ VILLADA, fue clara tanto en su dictamen como en su declaración, razón por la cual se estima impertinente volverla a escuchar en ampliación de exposición.

- Los dos menores ofendidos también testificaron de manera amplia, no presentan contradicción y se considera impertinente volverlos a escuchar en atención a los efectos negativos que para ellos conlleva este tipo de diligencias.

- El agente investigador del CTI que rindió informe sobre los hechos, fue muy claro en sus aseveraciones, por demás, no fue testigo presencial de lo acaecido, razón por la cual tampoco se estima pertinente su testimonio.

- La declaración de las progenitoras de los menores, al igual que la de la Personera Municipal de Balboa, sí los observa relevantes para la investigación y por lo mismo decretó su práctica para el momento de la audiencia. Del mismo modo, y acatando la petición del Ministerio Público, se accedió a reiterar la valoración con el psicólogo forense por parte de los dos menores que se dice afectados.

2.3.- Frente a esa decisión, el señor Defensor interpone recurso de apelación en los siguientes términos:

- Es necesaria la ampliación de la denuncia por parte de la profesora DIAZ MONTOYA, para aclarar lo por ella sostenido, lo mismo que las inconsistencias entre lo expresado por ella y lo manifestado tanto por los menores como por una de las progenitoras.

- Por igual motivo, son importantes los testimonios de los cuatro menores que citó, para dilucidar contradicciones entre ellos y con lo vertido al expediente por la denunciante. 

- Se reitera en todas las restantes peticiones probatorias que no fueron admitidas.

3.-  SE CONSIDERA

Lo primero a significar, es que el período de instrucción está hecho para llevar a cabo la generalidad de la investigación, dejándose para el juicio “lo decretado y no practicado en el sumario, o las demás actuaciones allí no advertidas”; es decir, que el período probatorio por excelencia está en el sumario y no en la etapa pertinente del juicio (al menos en el procedimiento de la Ley 600/00, aplicable a este caso). Y lo anterior es así no sólo normativamente sino por una razón entendible de tipo práctico o de conveniencia para todos los sujetos procesales, pues el tiempo en la realización de las pruebas es de sustancial relevancia en determinadas situaciones -v.gr. en los análisis de laboratorio-.

Es apenas comprensible que un trámite procesal se convierte en una vía de hecho cuando sin razón justificada el funcionario omite la práctica de pruebas que se consideran indispensables para el esclarecimiento de los hechos y la responsabilidad del justiciable; o cuando se valora indebidamente la juridicidad o efectos de las mismas, y con ocasión de ese mal proceder afecta derechos fundamentales. En ello no cabe discusión alguna. Lo que sucede es que, y así lo debe saber el profesional recurrente, no toda petición probatoria debe atenderse como procedente, de no ser así, el funcionario simplemente se convertiría en un autómata acogiendo indiscriminadamente todo lo pedido y dilatando indebidamente el proceso con evidente daño a la correcta Administración de Justicia y por ende a la sociedad. 

Es sabia en ese sentido la legislación adjetiva cuando autoriza al director del proceso a exigir la fundada razón o justificación del medio de prueba a quien la pide, para efectos de analizar si es necesaria, pertinente, conducente y no superflua. Ello, ni más ni menos, constituye carga para la parte solicitante, y la omisión o carencia de relevancia no se le puede endilgar al funcionario quien simplemente tiene el deber, no sólo de exigirlo sino de analizar lo pertinente en todo su contexto.  Si la conclusión a la que llegó la señora juez de primer grado y que no fue del agrado de quien se declara inconforme,  está o no conforme con las disposiciones legales y constitucionales, o con la razón natural, es la tarea que de manera imparcial debe realizarse a continuación. 

No es atinado sostener, prima facie, que para que una petición de pruebas sea acogida procesalmente basta con la simple mención que de ella se haga, sin agregar fundamentación alguna que acredite su conducencia.

Una tal apreciación podría ser acogida para situaciones claras en donde la mera cita que de un testimonio se haga en el acervo probatorio indique inequívocamente su necesaria recepción; sin embargo, eso no opera cuando lo que se pretende es la ampliación o ratificación de unos testimonios que ya fueron recepcionados en el plenario con las debidas formalidades legales y cuyo contenido es susceptible de confrontación y crítica.

Tampoco es suficiente con decir que “esa ratificación es importante para la defensa con el fin de dilucidar inconsistencias”, pues obviamente no se puede pretender que los diversos medios de prueba que se concitan en una actuación procesal coincidan; lo normal o frecuente, es que entren en discordancia, con mayor razón cuando coexisten pruebas de cargo y de descargo. Es de presumirse entonces, que quien declaró una vez, va a sostener lo mismo que dijo en su exposición anterior, independientemente de si coincide o no su dicho con otro y otros exponentes. Esa es precisamente la labor del intérprete judicial, quien deberá hacer el análisis de conjunto para extraer del acervo probatorio la conclusión que en sana crítica aprecia de mayor convicción.

Por todo ello, la ratificación probatoria no puede darse en forma indiscriminada; si a ello se diera lugar, es decir, si se generalizara su práctica para concluir que todo testimonio realizado en cuya recepción no se hizo presente alguno de los sujetos procesales (por voluntad o por desidia) fuera susceptible de repetirse para que esta parte tuviera ocasión de contrainterrogar, significaría ni más ni menos que la repetición en juicio de todo lo realizado en la instrucción, lo cual contraviene los elementales principios de lealtad y economía procesal. En ese orden de ideas, sólo por vía de excepción puede aceptarse la pretendida ratificación, repetición o ampliación probatoria, por lo cual, resulta de suma trascendencia conocer qué hechos nuevos indican la necesidad de volver a escuchar al testigo, de interrogarlo acerca de situaciones no conocidas en un primer momento; y esto, obviamente, sólo está en capacidad de advertirlo quien considera que esa nueva intervención resulta pertinente.

Acerca de la no necesidad absoluta de la ratificación, la jurisprudencia es clara:

...se ha dicho que también se conserva en altísimo grado la controversia si los sujetos procesales gozan de la probabilidad llana de problematizar la declaración con base en el acta de testimonio levantada con toda la legalidad, de analizarla como integrante y a la luz de todo el haz probatorio, de hacer ver al funcionario judicial el criterio de la “parte” sin cortapisa alguna y de acudir a las impugnaciones en pos de insistir en la propia opinión (las negrillas son nuestras)....el derecho citado no se  circunscribe al contrainterrogatorio de los testigos...pues ésta es sólo una de las distintas formas de poner en práctica la dialéctica probatoria...el derecho de contradicción es reductivo y que, por lo mismo, la única manera de efectivizarlo no es repreguntando al testigo, sino que existen otras, entre las cuales, criticar la declaración, no sólo aisladamente considerada sino con relación al resto del material probatorio... (negrillas son nuestras) 
.

Al aplicar esos enunciados al caso concreto, observa el Tribunal que el hecho de existir contradicciones entre los menores y la denunciante (profesora), lo mismo que entre los mismos menores, no es razón suficiente para que se repitan sus exposiciones. La realidad es que los adolescentes quisieron retractarse de sus dichos y por eso surgió la dualidad de relatos, razón por la cual no tendría sentido volverlos a llamar para que continúen tergiversando lo inicialmente sostenido. Evidentemente, lo que debe hacer aquí la funcionaria del conocimiento, será emprender el estudio de conjunto que corresponde a los casos de retractación, con el fin de desentrañar cuál de las diversas intervenciones amerita credibilidad, pues se parte del entendido de que quien se retracta de su dicho debe tener un motivo para hacerlo.

Pudo existir arrepentimiento, o también un interés de favorecer indebidamente al responsable; incluso la posibilidad de que terceras personas hayan influido o estén influyendo sobre estos jóvenes en uno u otro sentido. De todas formas, no se debe entrar a acoger algunas de las narraciones contrapuestas sin antes entrar a considerar los factores que dieron lugar al cambio de posición ante las autoridades.

Tiene razón el Juzgado cuando rechazó la práctica de esos medios de convicción, unos porque ya obran en el plenario debidamente allegados (intervención de la Médica Legista, el relato de los menores, y el testimonio de la profesora denunciante), otros porque son abiertamente innecesarios, como es el caso de la inspección judicial en el Municipio de Balboa. 

En conclusión, si lo que la defensa pretende, es despejar inconsistencias, ese objetivo se logra más con el análisis de lo ya vertido al proceso que con revivir incesantemente los testimonios de cada uno de los deponentes. En tan particulares condiciones, lo que debe hacer la defensa en cumplimiento de su sagrada función, no es repetir lo que ya fue vertido de manera amplia en el plenario, sino, presentar su personal análisis de lo existente en el proceso, en aras de persuadir a la señora Juez en torno a las razones por las cuales debe dar respaldo a las pruebas que directa o indirectamente favorecen al incriminado y no creer en aquellas que lo perjudican.

4.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala           

� Corte Suprema de Justicia.  Sentencias de Casación Penal de Oct. 2 de 2001 M.P. Alvaro Orlando Pérez Pinzón y Fernando Arboleda Ripoll. 
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